Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 33 minutos) 
- Correspondería elegir Vicepresidente de la Comisión. 
SEÑOR KORZENIAK.- Propongo para ocupar ese cargo a la Senadora Percovich. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 


La novel Vicepresidente propone que tratemos en forma urgente un proyecto de ley aprobado 
por la Cámara de Representantes, por el que se designa con el nombre “Joaquín Torres García” al 
Edificio de la Torre de las Comunicaciones, dependiente de la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones. Creo que esta iniciativa no va a generar ningún tipo de inconveniente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley mencionado. 
(Se vota:) 
- 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Propongo que el señor Senador Sanguinetti sea el miembro informante. 
(Apoyados) 
- Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Gallinal presenta, con exposición de motivos, un proyecto de ley por el que se 
declara el 30 de noviembre de cada año como el día de “Nunca más dictadura”. 


-Ingresa entonces a estudio de la Comisión. 


Antes de que ingresen a Sala los invitados, aprovechamos para comunicar a la Comisión que 
hemos recibido de la Bancada del Frente Amplio una lista -en el día de hoy le fue enviada al señor 
Senador Abreu y también la enviaremos al señor Senador Sanguinetti- de temas prioritarios que 
analizaremos con la señora Senadora Percovich y el señor Senador Sanguinetti para ponernos de 
acuerdo sobre el orden del día de las próximas sesiones. Puesto que hay unos cuantos proyectos de 
ley que pueden aprobarse rápidamente, voy a solicitar que el relacionado con delitos de usurpación - 
que figura en esa lista- sea considerado como primer punto del orden del día de la próxima sesión. De 
la misma manera, hay otra iniciativa que requiere urgente consideración y que fue solicitada por 
ANTEL, referente a los delitos contra las telecomunicaciones, que considero que no ofrecerá mayores 
dificultades. En lo demás, coordinaremos el orden del día con los otros señores Senadores. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Quisiera que Secretaría me facilitara una lista de temas a estudio de la 
Comisión que son pasibles de archivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovechamos para decir que de esa lista cada Legislador deberá establecer 
qué temas no quiere que se archiven. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras) 


-La Comisión de Constitución y Legislación del Senado tiene el agrado de recibir a 
representantes de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras, que ha sido invitada para 
conocer su opinión sobre el proyecto de ley relativo al Seguro de Responsabilidad Civil, por el que se 
dispone la obligatoriedad de cubrir los daños a terceras personas como consecuencia de accidentes 
causados por vehículos automotores, que ya cuenta con media sanción de la Cámara de 
Representantes. Conjuntamente con la invitación, se les ha remitido el texto del proyecto de ley, por lo 
que suponemos que ya está en conocimiento de la Asociación. 


En consecuencia, con mucho gusto los escucharemos. 
SEÑOR VIDAL.- Muchas gracias por recibirnos. 


Soy Vicepresidente de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras, que reúne a las 
compañías privadas. Me acompañan el Secretario de la Asociación, doctor Fernando Chainca; el 
contador Mauricio Castellanos, Gerente de AUDEA; el señor Ricardo Monin y el doctor Álvaro Méndez, 
que integran la Comisión de Automóviles y a quienes AUDEA les pidió -en representación de las 
compañías- que estudiaran el proyecto de ley de seguro obligatorio para automóviles. 


Queremos expresar que AUDEA comparte la finalidad social que tiene este proyecto de ley 
que, en definitiva, es algo interesante para la sociedad uruguaya. No obstante ello, creemos que hay 
algunos puntos que pueden ser modificados -para lo cual estamos realizando un estudio- y es lo que 
precisamente hemos venido a plantear en el día de hoy. Por ello, vamos a dejar un memorando que 
confeccionamos para ustedes a los efectos de que, en definitiva, tengan un resumen de lo que se 
hable en esta reunión. 


Con respecto a este proyecto de ley nos referimos a tres puntos sustanciales que creemos 
merecen alguna corrección: el régimen de sanciones previsto, las llamadas coberturas especiales y la 
indemnización máxima para este tipo de sucesos. Para estos fines AUDEA ha conformado una 
comisión de estudio y también ha encargado al Instituto Nacional de Estadísticas y a la Facultad de 
Ciencias Económicas que se aboquen al análisis del impacto que pueda tener este proyecto de ley en 
el futuro, que estimamos estaría pronto a fines del mes de mayo. 


Conviene recalcar que este proyecto de ley ya fue aprobado por la Cámara de 
Representantes y que, de alguna forma, ya hemos participado en su estudio, pero estimamos que 
todavía faltaría hacer algunos retoques en los temas que mencioné anteriormente. 


Si el señor Presidente lo permite y a fin de aportar más detalles, creo que sería conveniente 
que cediera el uso de la palabra al contador Castellanos. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Como decía el señor Vidal, nosotros vamos a referimos a tres aspectos del 
proyecto de ley que entendemos fundamentales. 


Uno de ellos tiene que ver con el régimen de fiscalización. Este es un proyecto de larga data, 
ya que hace mucho tiempo que se viene trabajando sobre él. Nos parece que la situación económica y 
social del país, en especial la del mercado de automóviles, ha cambiado notoriamente. Todos nos 
damos cuenta del estado de los vehículos que circulan en la actualidad, la falta de reparaciones, 
etcétera. Sentimos la necesidad de revisar las bases económicas del proyecto, porque este tipo de 
iniciativas que apuntan a un fin social tan importante requieren una continuidad en el tiempo. Estos 
proyectos de ley deben estar sólidamente fundamentados económicamente y a ello se debe el estudio 
que estamos realizando. 


Con respecto al régimen de fiscalización, concretamente, la Cámara de Representantes ha 
hecho algunas modificaciones que nos parecen positivas, importantes. En el texto actual, la sanción 
que está prevista es la detención del vehículo, que consideramos adecuada y, además, se aplica en los 
países donde el sistema puede ser considerado satisfactorio y exitoso. 


La dificultad que percibimos es que hay un artículo que otorga a la autoridad competente la 
posibilidad de dar un permiso o una autorización precaria por única vez, pero no establece en qué 
circunstancias se podría conceder. Nos parece que queda una liberalidad en el proyecto de ley que no 
es positiva. Lógicamente, comprendemos que si la autorización precaria es establecida para preservar 
la vida humana o por situaciones de riesgo de la seguridad vial, es razonable que se otorgue. La 
propuesta concreta que hace la Asociación es justamente que en el proyecto de ley se aclare que ésas 
son las circunstancias que habilitan la autorización precaria. 


Asimismo, nos referimos a lo que se conoce como coberturas especiales como otro aspecto 
fundamental que debería ser modificado. En realidad, más que a las coberturas especiales en sí 
mismas, nosotros hacemos referencia al sistema de financiación de esas coberturas. Se prevé un 
esquema a través del cual en el caso de un vehículo que provoque un accidente, ya sea que no 
cuente con el seguro obligatorio, que se haya dado a la fuga y no se haya identificado al causante del 
accidente o que se tratara de un vehículo hurtado, la víctima va a ser resarcida. Esto nos parece 
loable, pero el sistema de financiación es que las propias compañías de seguros que operen en el 
sistema van a recibir estos casos a través de la Superintendencia de Seguros y deberán otorgar una 
indemnización. 


Ante esto debemos tener en cuenta que las estimaciones actuales sitúan los vehículos 
asegurados en un 40% o 50% del parque automotor. Lo grave es que, si no se consigue que una gran 
cantidad de vehículos circulen asegurados, esta disposición puede desequilibrar al sistema con todo lo 
que ello trae aparejado. 


Por otra parte, el tener que pagar las coberturas especiales implica lisa y llanamente que sean 
los asegurados -los que realmente cumplen con la obligación de asegurar- los que en definitiva tengan 
que pagar por estas irregularidades. La propuesta de la Asociación es que, al igual que en otros 
países, se constituya algún fondo de cobertura con el aporte de las compañías que operan en el 
sistema, de las multas de aquellos que sean encontrados en infracción y con un aporte subsidiario del 
Estado, que es el encargado de vigilar que los vehículos efectivamente se encuentren asegurados. 


Otro aspecto que consideramos sustancial refiere al monto de la indemnización máxima, 
establecido en 250.000 Unidades Indexadas. 


El objetivo de este tipo de proyectos es hacer una reparación inmediata para sacar a la 
víctima de una situación de indefensión un poco complicada en el momento del accidente. A nivel de la 
región, en países como Chile, Perú o Colombia, hemos visto que los montos no son tan elevados como 
el que se está planteando en el proyecto de ley actual, ya que allí se fijan montos entre U$S 4.000 y 
U$S 5.000. Además, debemos recordar que la víctima siempre queda liberada al fuero común, es decir 
que este proyecto de ley no limita la posible reclamación posterior que pueda realizar. Por lo tanto, nos 
parece que plantear como punto de partida una indemnización máxima de U$S 16.000 genera una 
expectativa un poco alta y tal vez sería conveniente establecer una cantidad de 125.000 Unidades 
Indexadas, que equivalen a aproximadamente U$S 8.000 y, de todas maneras, es un monto bastante 
elevado a nivel regional, sin perjuicio de que, obviamente, en el futuro y con el correr del 
funcionamiento del sistema, eso pueda ser revisado por medio de alguna otra ley. 


El último punto que nosotros estamos planteando refiere a una disposición que, de alguna 
manera, establece o le cede al Banco de Seguros del Estado el monopolio de los vehículos oficiales. 
Esa disposición hace referencia a un artículo de la Ley de Desmonopolización de los Seguros que, en 
realidad, posteriormente fue modificado por una Ley de Presupuesto del año 2001. Aquel artículo 
original de la Ley de Desmonopolización mantenía la reserva del mercado para el Banco de Seguros 
del seguro por accidentes de trabajo, el seguro de fianzas públicas y el seguro que contrataban las 
empresas públicas. Luego de la Ley de Presupuesto, los seguros contratados por las empresas 
públicas están liberados a la competencia. Obviamente, las empresas públicas después podrán elegir 
con quien contratar, es decir, si con el Banco de Seguros o con empresas privadas. 


Creemos que esa disposición, de alguna manera, nos retrotrae a una situación que no nos 
parece positiva siendo, además, que la desmonopolización del mercado de seguros ha sido exitosa en 
términos de los beneficios que le ha dado a la sociedad en su conjunto y que no tendría mucho sentido 
privar al propio Estado de esos beneficios que tienen que ver, entre otras cosas, con el precio. 


No sé si alguien quiere agregar alguna consideración sobre estos aspectos. 


SEÑOR VIDAL.- Mi nombre es Fernando Vidal, soy el Vicepresidente de la AUDEA y sólo quiero decir 
que vamos a dejar a los señores Senadores un memorándum que incluye todos estos temas sobre los 
que estamos conversando. 


SEÑOR CHAINCA.- Simplemente quiero destacar que para la Asociación, este es un proyecto de gran 
importancia y preocupación en el sector. En estos temas el Legislador debe ser muy cuidadoso a la 
hora de determinar los objetivos y los fines a los cuales se pretende arribar, porque una inadecuada 
normativa al respecto puede concluir en un lugar distinto al deseado. Si bien el objetivo, como 
decíamos, es loable y la Asociación está de acuerdo con que debe impulsarse este proyecto de ley, se 
han esgrimido algunos argumentos en el sentido de que nuestro país es uno de los pocos que no tiene 
implantado el seguro obligatorio de responsabilidad civil, pero eso no quiere decir que en todos los 
países en que esto existe funcione o lo haga adecuadamente. 


Reitero, entonces, que se debe ser muy cuidadoso para que esto no provoque resultados no 
deseados, ya que las coberturas deben salir de un fondo de primas que actualmente pagan los 
asegurados. Debe procurarse que la cobertura sea lo más amplia posible, es decir, que exista un gran 
número, un gran porcentaje de vehículos que tomen este seguro obligatorio porque, de lo contrario, 
habrá que extraer los fondos de las primas de los vehículos que hoy ya están asegurados para hacer 
frente a estos montos. 


Por ahora, señor Presidente, simplemente quería expresar esto. 


SEÑOR ABREU.- Estaba escuchando con atención los tres aspectos que nuestros invitados estaban 
abordando, es decir, el de las sanciones, el de las coberturas especiales y los montos y el tema de los 
monopolios. 


Creo que el doctor Chainca insistió sobre la relación entre la obligatoriedad del seguro y la 
cobertura especial en virtud de que podría existir un desbalance entre aquellos vehículos que se 
aseguren durante la vigencia de la ley y aquellos cuyos seguros deban ser pagados, en el caso de las 
coberturas especiales, en las tres o cuatro circunstancias que establece el articulado. 


La ley establece la posibilidad de la reglamentación dentro de los 150 ó 180 días. Esa 
reglamentación, obviamente, va a poner en funcionamiento todo el sistema de modo tal que a partir de 
la vigencia de la ley y de la reglamentación, cualquier propietario de un automotor que no se asegurara 
debidamente, podrá ser objeto de multas y demás. 


No observo con claridad -porque no conozco el mercado de la manera que ustedes lo 
analizan- la posibilidad de ese desfase entre el número de asegurados a partir de la vigencia de la ley y 
las coberturas obligatorias y especiales que establece el articulado. Entonces quisiera, si es posible, 
una explicación sobre cómo analizan ustedes el tema. 


SEÑOR CASTELLANOS..- La relación que advertimos tiene que ver con si se alcanza o no un amplio 
número de asegurados. En cualquier sistema de este tipo es muy difícil lograr que la totalidad de los 
vehículos en circulación estén asegurados. La dificultad está en que si ese número no es lo 
suficientemente amplio, se va a recargar en demasía el costo de los seguros a quienes efectivamente 
están asegurados. 


En definitiva, la compañía aseguradora es una administradora de riesgos a través de un 
fondo común. Precisamente, a través de una “tarifación” se traslada, de alguna manera, el costo de 
toda la siniestralidad a ese fondo común que efectivamente está asegurado. En este caso, al principio 
de este seguro se le agrega la novedad de que también hay que cubrir aquellos que no lo tienen. 
Entonces, nos preocupa que no se logre un amplio número de vehículos asegurados y que esa masa 
de vehículos que no tiene seguro pueda afectar en demasía a los que sí están asegurados. 


También tenemos la dificultad de que el proyecto de ley establece que van a haber 
condiciones de asegurabilidad, esto es, que no cualquier vehículo es asegurable en cualquier situación. 


O sea que ahí vamos a encontrar un grupo de vehículos que eventualmente no tengan seguro, porque 
no es posible dárselos; no es un riesgo, sino prácticamente una certeza. 


Estos son los elementos que debemos tener en cuenta, porque van a afectar al fondo mutuo 
que, en definitiva, es el que va a pagar los siniestros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que vamos a incorporar el documento que nos trajeron. 


SEÑOR BRECCIA.- Me gustaría saber si nuestros invitados poseen o pueden aportamos una ratio de 
las primas de seguro de vehículos, por ejemplo, posteriores a 1995 y la diferencia que existiría en las 
mismas entre una cobertura como la prevista en la ley de hasta 250.000 unidades indexadas y la que 
ustedes proponen de hasta 125.000 unidades indexadas. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Efectivamente, estas son algunas de las preguntas que nos hacemos - 
porque no hay mucha información disponible- y que hemos trasladado al Instituto Nacional de 
Estadística. En función del informe que este emita, podremos responder los planteos sobre esas 
situaciones, pero también cabe aclarar que las bases del seguro que opera en el mercado son 
completamente diferentes a este proyecto de ley de seguro obligatorio, ya que la comparación directa 
es bastante difícil de realizar. 


SEÑOR MONIN.- Uno de los cálculos base que tenemos como aseguradores es la frecuencia, que dice 
que una cantidad de asegurados a transitar en nuestra ciudad va a chocar. Tenemos las cifras actuales 
aproximadas que manejamos como mercado asegurador -por supuesto que no con el Instituto que fue 
contratado para hacer tales estudios- y si las extrapolamos, el cálculo probabilístico que hacemos nos 
da como resultado que de cada cien vehículos un 0.48% va a tener un siniestro con lesiones. Si 
aplicamos ese porcentaje a aproximadamente 240.000 vehículos que no tienen seguro en la 
actualidad, nos daría como resultado un entorno de mil siniestros adicionales a indemnizar sin una 
contraprestación de prima. Por lo tanto, si planteamos el peor escenario con los valores que maneja el 
proyecto de ley, el cálculo de mil siniestros a U$S 15.000 nos daría U$S 15:000.000, cifra que no tiene 
una financiación y que viene a ser recaudada de la masa actual de los 260.000 vehículos que tienen 
seguro. De alguna manera es una de las problemáticas que estamos viendo dentro de este proyecto de 
ley. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera hacer una pregunta con relación a un tema que no logro comprender, el 
cual está contenido en el artículo 4%. Concretamente, me refiero, a los vehículos matriculados en el 
extranjero. Supongo que una situación es la de los coches que están en admisión temporaria, ¿pero 
qué ocurre con los turistas? 


SEÑOR VIDAL.- A ese respecto, existe un decreto ley que establece que cada auto que circula en el 
MERCOSUR al entrar al país tiene que presentar la Carta Verde, que es el documento con el que se 
cubre un límite obligatorio, en admisión temporaria. Mediante ese certificado, se evita, justamente, que 
un turista que ingrese al país, en el caso de que sea causante de un siniestro, luego se vaya, dejando 
a la víctima sin indemnizar. Esa norma está prevista para esos casos. 


Quisiera agregar un elemento más. Las compañías para el tema de las tarifas se manejan 
con estadísticas. Hoy en día, cada compañía tiene su estadística, más o menos adecuada, pues se 
necesita una masa de usuarios muy importante para llegar a una prima adecuada como para cubrir 
esos siniestros. Recordemos que en el tema de los seguros, en definitiva, de lo que se trata es de 
administrar riesgos para lograr, con primas de muchos usuarios, pagar los siniestros de pocos. Si las 
estadísticas son certeras, lo que vamos a cobrar va a ser adecuado para cubrir esos pocos siniestros. 
Justamente, lo que pedimos al Instituto Nacional de Estadística es información para saber qué impacto 
pueden tener los siniestros, de modo tal de poder acercarnos al costo que ello tendría para el mercado 
asegurador. 


Por cierto, no es fácil, pero sabemos que en los países donde existe seguro obligatorio, 
siempre hay un porcentaje importante de automóviles sin seguro, lo cual se debe, a veces, a que 
aunque en las leyes se establecen sanciones, estas no funcionan. En definitiva, esa ineficiencia de 
primas la terminan pagando los que están asegurados. 


SEÑOR MONÍN.- Respecto al régimen de sanciones el artículo 22 dice, en su primer y segundo 
párrafo: “El propietario, poseedor o guardador de hecho de todo vehículo automotor que circule sin 
seguro obligatorio, será pasible del secuestro y depósito a su cargo del vehículo. No obstante, cuando 
las circunstancias así lo justifiquen, la autoridad competente podrá autorizar por única vez su 
desplazamiento precario estableciendo las condiciones para ello. 


Se le aplicará, además, una multa equivalente al importe promedio del costo del seguro 
referido del mercado en esta ley.” 


Acá observamos un problema: si realmente no hay un inconveniente grave, si no existe 
control en la calle y si no se detecta que el propietario del vehículo no tiene seguro, lo que puede pasar 
es que lo sancionen con el importe por única vez. En mi opinión, para la sociedad sería bueno que se 
estableciera el financiamiento y que el importe no sea igual al valor del seguro, sino dos o tres veces 
ese importe. De esa manera, se estaría fomentando el aumento de primas que requiere el mercado. 


SEÑOR MICHELINI.- Respecto al seguro obligatorio contra terceros, a mi entender, con relación a 
otros países, el Uruguay está atrasado. Precisamente, es notorio el sentimiento de todos los que 
sostienen que esto debe ser solucionado. 


El problema que nos plantea la delegación es que si no hay un mecanismo de fiscalización 
correcto, la mitad va a terminar poniendo en sus hombros la siniestralidad no sólo suya, sino también 
del resto. 


La pregunta es si tienen información o conocen experiencias de cómo se fiscaliza en otros 
países, para saber si es necesario incorporar alguna norma que establezca un mecanismo en ese 
sentido. En otras palabras, lo que interesa es que no le falten elementos a la ley como para hacer la 
correspondiente fiscalización y que no lleguemos a la situación de no tener la norma que habilite algún 
mecanismo de ese tipo. 


SEÑOR CASTELLANOS.- En una comparación a nivel internacional hemos observado que, en 
general, los sistemas que realmente funcionan están apoyados en un régimen de fiscalización 
eficiente; lo que normalmente se hace es la detención inmediata y el retiro de circulación del vehículo. 
Así funciona en Chile, España, entre otros países que podríamos mencionar. No hemos avanzado en 
el estudio de las multas que se imponen, pero consideramos que es importante -como ya se ha 
manifestado aquí- la existencia de un régimen de fiscalización adecuado, tanto en el marco legal como 
en su aplicación. Ese es un tema que nos preocupa y por eso planteamos la realización de mejoras a 
lo ya establecido en el proyecto de ley. Sí creemos que hubo un avance respecto al proyecto original, 
pero estimamos que lo que tiene que ver con dar una autorización precaria para circular por única vez, 
va a provocar una dificultad cuando se aplique en la práctica. Lógicamente entendemos que en 
situaciones de riesgo de la vida humana o de problema de seguridad vial, debe otorgarse la 
autorización, pero debe estar muy claramente delimitado para que los funcionarios que deban aplicar la 
norma tengan la certeza de cómo hacerlo y no se presenten dificultades. 


SEÑOR ABREU.- Considero que la diferencia respecto a los montos máximos, en relación con el 
Derecho Comparado, quedó clara. En este caso las 250.000 Unidades Reajustables equivalen, si no 
que equivoco, a U$S 17.000, mientras que nuestros invitados nos manifestaban que el máximo que se 
da en el Derecho Comparado es de U$S 4.000 o U$S 5.000. Sin perjuicio de esta diferencia de monto, 
quiero insistir sobre mi primera interrogante referida a las coberturas especiales. Si damos por sentado 
que puede existir una diferencia importante en el seguro obligatorio y que, por lo tanto, se deba hacer 
cargo de determinadas coberturas especiales, con lo que ello significa desde el punto de vista 
financiero -ustedes han aportado alguna idea respecto a la posibilidad de que exista un fondo de 
cobertura que, además, puede ser ayudado por un subsidio explícito del Estado- me gustaría saber 
cuáles son los antecedentes que existen en otros regímenes legales que abonen ese posicionamiento. 
Realizo esta pregunta para ver de qué forma se le puede encontrar una respuesta a este tema. 


Por otra parte, no sé si le van a realizar observaciones al sistema de distribución. Creo que el 
proyecto de ley establece que la distribución que se realiza a las compañías aseguradoras en materia 
de coberturas especiales, es en función de los antecedentes de cada una. De esta forma se puede 
distribuir en forma proporcional este tipo de siniestros de coberturas especiales entre las empresas 
registradas que están bajo la Superintendencia de Seguros. 


Esos son los dos temas acerca de los cuales quería consultarlos. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Con respecto a los fondos de reserva, encontramos antecedentes en 
España, en Perú, en Colombia y, si no me equivoco, en Chile. Nosotros realmente no estamos de 
acuerdo con un sistema de financiación de las coberturas especiales que se base, como único 
elemento, en distribuir los siniestros a las compañías aseguradoras. En primer lugar, nos parece que 
las multas que genere el sistema deberían contribuir con esas coberturas especiales porque, en 
definitiva, las genera la población que incumple con la norma. Entonces, una vía para que contribuya 
con las coberturas especiales es a través de las multas que se aplican si hay infracción. También nos 
parece que en principio sería adecuado -y lo estamos planteando- que las compañías de seguros 
participen a través de algún porcentaje de un impuesto ya existente, pero también creemos que es 
importante la participación del Estado dado que éste y no las compañías de seguros, es el responsable 
de fiscalizar el cumplimiento del sistema. Las compañías de seguros obviamente no rehuyen a su 
papel de promover el seguro e incentivar que exista una adecuada contratación del mismo, pero no son 
agentes fiscalizadores del sistema; el Estado es quien tiene esa responsabilidad y esa es la razón por 
la cual debiera participar. 


Evidentemente, en la medida en que se alcance un alto grado de asegurados, podría 
razonarse que ello no representaría un obstáculo para este sistema de cobertura que está planteado, 
así como tampoco para el fondo de reserva que, a nuestro juicio, es una solución adecuada y aceptada 
por los otros sistemas reconocidos y que se encuentra en funcionamiento en la región y en otras partes 
del mundo. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo 25 del proyecto de ley da por hecho que los automóviles nuevos que 
se quieran vender no van a necesitar de “los tres años anteriores al trámite que se pretenda efectuar”. 
Esto parece obvio. 


Por su parte, los artículos 23 y 24 aseguran un cierto control, tanto de parte del Ministerio del 
Interior como de las Intendencias Municipales. 


Ahora bien, me gustaría saber si a juicio de nuestros invitados debería agregarse algún 
artículo que contemple la participación del fiscalizador -de tal forma que haya una actitud más firme en 
este sentido- o si el texto, tal como está, vía decreto, lo permite. A mi entender, tal como está redactada 
la norma, va a aumentar mucho el número de vehículos porque, si bien hay fiscalizaciones que son 
relativamente buenas -entre ellas, el pago de la Patente de Rodados- quizás se necesitaría de algún 
elemento que no está contemplado en el articulado y que, de no procederse de esta forma, luego el 
decreto no lo podría habilitar. Reitero que me gustaría conocer cuál es la opinión de nuestros invitados 
en este sentido. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Claramente entendemos que todo el capítulo relativo al régimen de 
sanciones y fiscalización ha sido mejorado por la Cámara de Representantes. Nos parecen muy 
interesantes las disposiciones que establecen controles administrativos, que consideramos adecuados. 


Solamente sugeriríamos alguna corrección al artículo 23 que refiere a que el control del 
Ministerio del Interior debiera ser preceptivo en el caso de accidentes de tránsito con lesionados. De lo 
que se trataría aquí sería de establecerle la obligación al Ministerio del Interior para que en el caso de 
que se produzca un accidente con lesionados, realice ese control y que no solamente el mismo se lleve 
a cabo cuando salen los inspectores a la calle y demás. 


Queremos señalar que estos controles administrativos se van a hacer en oportunidad de que 
el titular del vehículo realice un trámite. En función de esto, el vacío que existiría estaría dado por el 
hecho de que esta persona no lleve a cabo nunca un trámite y, por ende, no sea controlada. Este sería 
un vacío que podría ser subsanado a través del control que se haga en las vías de tránsito y demás. 


Es cierto que en el Uruguay hay un gran mercado de vehículos que no realiza ningún trámite. 
Esto es evidente para todos quienes transitamos por las calles y advertimos que hay matrículas que, si 
bien fueron modificadas hace muchos años, todavía siguen en circulación. Reitero que realmente 
existe un grupo de vehículos que no cumple con este tipo de trámites. 


Por otra parte, queremos decir que nosotros no podríamos hoy establecer el costo del seguro 
obligatorio. Sí podemos señalar que en otros países en donde el sistema opera -y quiero hacer 
hincapié en este aspecto- y lo hace bien, pese al altísimo porcentaje de vehículos asegurados, el costo 
es accesible. Entonces, teniendo en cuenta esta expectativa de que exista un número alto de 
asegurados y un costo accesible, quien incumpla un seguro, difícilmente pueda hacer un trámite. Esta 
es la dificultad que le vemos al esquema de fiscalización. 


En definitiva, sobre el tema de la fiscalización, nosotros nos centramos en dos puntos: en 
primer lugar, en definir claramente cuándo se puede otorgar a un vehículo la autorización precaria para 
circular y, en segundo término, en establecer que el Ministerio del Interior es quien debe controlar en el 
caso de que se produzca un accidente de tránsito con lesionados. En este último caso, deberá exigirle 
a los vehículos involucrados, que demuestren que tenían contratado el seguro obligatorio. 


SEÑORA PERCOVICH.- Simplemente, quiero decir a nuestros invitados que nos ha sido remitido por 
la Cámara de Representantes un proyecto de ley -que, si bien está en tratamiento en otra Comisión, 
debería también estarlo en esta- relativo a una ley marco de seguridad vial, que apunta a la creación 
de un organismo responsable al respecto. Teniendo en cuenta lo que se ha planteado aquí, me 
pregunto si no sería mejor que primero estuvieran establecidos los marcos reglamentarios y las 
autoridades competentes, antes de poner esto en funcionamiento, puesto que algunos de los artículos 
tendrían mucho que ver con lo anterior. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Nos parece fundamental que en relación a la problemática de los 
accidentes de tránsito exista una visión global. En el día de hoy venimos a plantear la necesidad de un 
seguro obligatorio, que no es más que un mecanismo para reparar un daño que ya fue causado. En 
cuanto a la ley marco de tránsito, apunta a la otra cara de la moneda, es decir, a la forma en que nos 
organizamos como sociedad a la hora de transitar. Realmente, creemos que es fundamental que esta 
ley exista, pues no es concebible contar solamente con uno de los dos instrumentos. No tendría que 
decir que es mejor que uno de ellos exista primero que el otro, pero sí puedo asegurar que no es 
bueno que primero se establezca el seguro obligatorio y luego la ley marco de tránsito. Inclusive, 
cuando planteamos la posibilidad de crear un fondo de compensación de coberturas especiales, 
también propusimos -y consta en el anexo- que fuera administrado por la unidad que estará encargada 
de llevar adelante las políticas del Estado en materia de tránsito. Esto tiene como objetivo no generar 
un aumento de gastos u otra estructura burocrática, teniendo en cuenta que esa unidad va a contar con 
un Directorio, atribuciones y personería jurídica. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quisiera formular algunas preguntas relacionadas con los controles. Me 
interesa saber si las empresas aseguradoras tendrían algún problema si se dispusiera que, para el 
momento de entrada en vigencia de esta ley, el Estado contara de una lista total de vehículos 
empadronados para compararla con la cantidad de vehículos asegurados. De esta forma, quedaría 
claro qué vehículos no están asegurados. 


SEÑOR VIDAL.- Creo que eso sería ideal. También lo sería que existiera una libreta de conducir con 
puntos, en la que constara toda la historia del conductor. Evidentemente esto sería muy bueno, pero lo 
importante sería saber qué se hace o cómo se debe actuar cuando se tienen los datos concretos de 
personas que tienen coches que no están asegurados. 


SEÑOR CASTELLANOS..- En relación a lo expresado por el señor Senador Korzeniak, quiero informar 
que ese tipo de experiencias ya existe en otros países. Por ejemplo, en el caso de Brasil se cuenta con 
una base de datos de vehículos matriculados y tiene en funcionamiento un proyecto denominado 
“Proyecto fronteras”, con el que controlan los vehículos que trasponen las fronteras de ese país. Lo que 
se hace es registrar la matrícula y controlar si el vehículo tiene vigente el seguro obligatorio. Por lo 
tanto, existen experiencias en la materia y sería interesante que el Uruguay las tuviera en cuenta. 


SEÑOR MICHELINI.- Las listas a que hace referencia el señor Senador Korzeniak tendrían que estar 
en manos del Estado y no de las empresas y, de ese modo, primero se podría informar a los 
propietarios de vehículos sin seguro sobre la nueva situación y luego se los intimaría. Entonces, las 
personas podrían hacer una declaración jurada de no circulación -por lo que quedarían exentas de este 
seguro- o tendrían que regularizar su situación en un determinado plazo. Si esto no sucede, se podría 
aplicar el artículo 24. Considero que si esto se organiza bien y se tienen en cuenta los necesarios 
períodos de transición -más allá de que se modifique algún artículo- la propuesta tendría que funcionar. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Luego de escuchar las expresiones que se han vertido en el día de hoy, 
concluyo que estamos ante un proyecto de ley que luce deseable, razonable y, en algunos aspectos, 
perfectible. 


Mis mayores dudas están relacionadas con el régimen económico; en ese aspecto siento que 
estamos en una situación bastante neblinosa. En realidad, pienso que no sabemos exactamente hacia 
dónde vamos, cuál es el número estimado de vehículos que podrían estar asegurados, qué 
repercusión tiene eso en las primas, cuál es el riesgo eventual -dada la siniestralidad- que 
empíricamente ustedes calculan puede afectar con una prestación o una compensación como la 
prevista. Es decir, me parece que la situación es un poco compleja desde ese punto de vista. 


Evidentemente, estamos haciendo algo que todos deseamos hacer -de ello no hay dudas- 
pero me parece que disponemos de muy poca información. No sé si esa es la impresión que ustedes 
tienen, pero por lo menos es la mía. Realmente, no puedo descifrar la situación en la que nos 
encontramos y estoy planteando esto, porque sería muy malo que implementáramos el sistema, se 
reglamentara y luego apareciera, por ejemplo, una prima demasiado elevada que generara el griterío 
consiguiente. Esto es algo análogo -no digo idéntico, pero sí análogo- a los famosos seguros agrícolas, 
que funcionan en la medida en que todo el mundo esté asegurado, de manera que el riesgo esté muy 
bien repartido. De lo contrario, se hacen inviables o las primas son tan elevadas que generan 
situaciones de conflicto. 


Entonces, a partir de la pregunta que hizo el señor Senador Breccia y de todas las 
respuestas que se han dado, me quedó la duda acerca de en qué niveles reales de primas - 
comparados con los actuales- vamos a poder estar. Por lo que han expresado, creo que en el momento 
no lo tienen claro. 


SEÑOR CASTELLANOS.- En primer lugar, no debemos olvidar que en este país las dificultades para 
obtener información son realmente importantes. En este caso estamos hablando de un proyecto de ley 
de alcance nacional, lo que implica recabar datos a nivel de todo el país. Precisamente, es lo que 
estamos haciendo junto con el Instituto Nacional de Estadística. Obviamente, esos datos se encuentran 
desperdigados y hay distintas fuentes de información, pero no siempre son adecuadas para los fines o 
para el contenido del proyecto de ley. Es por eso que hemos encargado un estudio serio a nivel 
nacional y, por supuesto, nos comprometemos -una vez que tengamos ese estudio- a volver a esta 
Comisión y a presentar las conclusiones. Sin duda, recién en esa instancia podremos evacuar las 
consultas relativas al nivel que tendrán las primas. Lo que podemos decir hoy con certeza es que en 
los países donde hay un gran número de vehículos comprendidos dentro del sistema, las primas son 
accesibles y la dificultad que señalamos o compartimos es que si no se alcanza ese número, las 
primas pueden resultar demasiado altas y podemos, incluso, ingresar en un círculo vicioso que tienda a 
que cada vez sean menos los que paguen y cada vez sean más caras las primas, que es, justamente, 
lo que queremos evitar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece el informe brindado y seguirá en contacto con 
vuestra Asociación. 


(Se retiran de Sala los integrantes de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras) 
(Ingresa a Sala una delegación del Directorio del Banco de Seguros del Estado) 


- La Comisión de Constitución y Legislación tiene el gusto de recibir a los representantes del 
Directorio del Banco de Seguros del Estado, integrada por el Presidente, señor Gustavo Vilaró; el 
Vicepresidente, señor Mario Castro; el Director Legal, señor Hugo Lens y la Directora de 
Reclamaciones, contadora Graciela Vidal. 


El motivo de esta convocatoria ha sido escuchar la opinión del Banco de Seguros acerca del 
proyecto de ley sobre el seguro de responsabilidad civil, que está a estudio de esta Comisión y que ya 
fuera aprobado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR VILARO.- Ante todo, agradecemos la invitación que se nos ha hecho para poder opinar sobre 
este proyecto de ley. 


El Banco de Seguros del Estado desde hace mucho tiempo ha impulsado la creación de un 
seguro obligatorio de responsabilidad civil. A lo largo de sucesivas Legislaturas ha aportado proyectos y 
hemos concurrido al Parlamento a analizar el tema y a reclamar la existencia de un seguro de esta 
naturaleza, fundamentalmente debido al valor social que tendría y a la importancia de que, frente a 
cada siniestro, haya realmente una compensación para cada lesionado. Esa es la parte más 
preocupante. Desde nuestra experiencia pensamos que también hay que tener en cuenta los daños 
materiales, pero ese es un tema más complicado y el Banco siempre ha priorizado que se dé solución 
a las lesiones personales frente al otro problema, que tiene otra entidad. 


Con respecto al proyecto que está a consideración, queríamos hacer tres comentarios 
principales. El primero de ellos tiene que ver con el contexto en el que se aplique esta ley. O sea, el 
seguro obligatorio es muy importante, pero siempre es después del accidente y para reparar un 
siniestro. Cabe acotar que la cantidad de siniestros de nuestro país es muy alta en relación a la que se 
da en otros lugares lo cual, en buena medida, es consecuencia de la falta de control y fiscalización. 


Creemos que el contexto apropiado para que este seguro obligatorio sea aplicado es el de la 
instauración de un marco de control y de fiscalización a partir del cual existan mejores condiciones de 
control en el tránsito que impliquen menos accidentes, para no salir después a reparar con el seguro, 
sino para evitar con anterioridad que ellos ocurran. 


Dicho marco también debería comprender la fiscalización de la contratación del seguro, que 
debe ser fuerte por cuanto la relación que hoy existe entre asegurados y no asegurados es muy alta. 
Es decir, la cantidad de gente que circula sin seguro de autos es muy importante. Y si eso no está bien 
resuelto a la hora de la aplicación de este proyecto de ley, va a generar una ineficacia de la norma o, lo 
que es peor, un subsidio cruzado, vía compañías aseguradoras, de los que pagan el seguro 
subsidiando a los que no lo contratan. El que no contrata el seguro no tiene con qué responder, 
entonces, lo hace la compañía de seguros, pero para ello grava las primas de quienes sí toman el 
seguro. Ese es un poco el meollo del asunto. En otros países existe el seguro obligatorio, no hay una 
buena fiscalización y opera esto que estoy contando, lo que va en desmedro del crédito que la gente le 
tiene al seguro obligatorio y, por eso, no aporta. 


En síntesis, pensamos que ese punto es muy importante. La ley está previendo algunos 
controles de naturaleza pasiva -con relación al momento en que se va a hacer la transferencia; cuando 
se va a titular -en determinadas instancias- allí se va a controlar que esté el seguro presente, pero 
nosotros pensamos que lo más importante es la fiscalización en el momento del tránsito. Es relevante 
lo que está previsto en el artículo 22, pero se debe realizar una aplicación bastante fuerte, sobre todo 
en el primer período, es decir, en esos seis meses a partir de la aplicación de la ley, para que la gente 
tenga la percepción de que sin seguro no se puede circular. Digo esto porque, de lo contrario, después 
va a empezar a funcionar lo otro y, en la medida en que se vea que al producirse los choques no pasa 
nada -el que choca no paga- y se hace cargo el seguro, estas situaciones van a ir creciendo como una 
bola de nieve. 


Por eso, nos parece que lo mejor sería que desde el primer momento se planteara un fuerte 
impacto que generara la otra sensación; en cierta forma, la que todos tuvimos cuando nos dijeron que 
había que circular con la luz prendida; lo hicimos y no fue tan difícil. 


Ese es un punto realmente importante para que el seguro funcione y opere. No obstante, 
entendemos que la propuesta de la ley es buena y estamos de acuerdo con ella. 


Un segundo comentario refiere al artículo 25 y está vinculado con el 24, donde se establecen 
los contralores. Allí se dice que, para hacer el trámite, los organismos de contralor tienen que solicitar 
que estén al día las tres vigencias anteriores de la póliza de seguros. Eso es así, efectivamente, para 
que no se contrate la póliza cinco o diez minutos antes de iniciar el trámite; y nos parece bien. Pero lo 
que no está claro es qué hace el dueño del auto si no tiene al día las tres vigencias. ¿Qué trámite 
hace? ¿A dónde va? Si es por mí, puede venir al Banco de Seguros y le vendo tres vigencias que ya 
corrieron y que no tiene riesgo, pero la solución no debería ser esa. La Superintendencia o un 
organismo recaudador se podría encargar de emitir y facturar un documento que suponga el precio de 
esas tres vigencias que tiene que acreditar la persona. Allí hay un punto que a nosotros no nos quedó 
claro cómo iba a operar 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Qué sucede cuando es nuevo? 


SEÑOR VILARO.- Cuando es nuevo, tiene que esperar los tres primeros años, pero creemos que allí 
hay algo que realmente hay que arreglar. 


Por último, hay un punto que pensamos que tal vez no deba estar contemplado en la ley 
propiamente dicha, que quizá corresponda a la reglamentación, pero nos parece importante que se 
visualice para que el seguro opere de la forma en que está previsto. Aparentemente, el seguro apunta 
a una resolución ágil de la situación y a una rápida compensación pero, si no se establece una tabla, 
esto no será posible. El artículo 8% dice que el fallecimiento o la invalidez total y permanente pueden 
alcanzar el 100% de indemnización respecto del capital asegurado. Ahora bien, si se da otra situación, 
¿quién determina cuánto debe pagarse? ¿Los aseguradores? ¿El libre juego entre la compañía 
aseguradora, que es grande y el damnificado, que es chico y que no quiere enfrentar un juicio? ¿O, 
acaso, lo hará el damnificado generando igual el juicio, pero perdiéndose así la pronta compensación, 
tal como aquí se pretende? Si esto último ocurre, pensemos en lo que se pierde en años, pero también 
en costos, ya sea los no previstos que tendrán que asumir las empresas, como los que sí se 
consideren antes, que terminarían encareciendo las pólizas. 


En consecuencia, sería más adecuado a la filosofía de este proyecto de ley que hubiera 
algún mecanismo más automático como, por ejemplo, una tabla que estipule que si lo que se afectó 
fue, por ejemplo, un brazo, corresponde determinada indemnización y si se lesionó una pierna, se 
pagará otra. De esta manera, no se da lugar a esa discusión y el procedimiento se hace más ágil. 


Lo mismo sucede con la duda de hasta dónde se contemplan los gastos, porque debe 
tenerse en cuenta que el capital que está en juego es limitado. Puede ocurrir que los gastos sean muy 
importantes, pero no dar lugar a indemnizaciones o que deba repartirse entre varios damnificados y 
que algunos tengan muchos gastos. Allí se da también una casuística complicada para la que se 
debería determinar en el texto un organismo que la defina y que la vaya pautando y organizando o lo 
dejamos para establecer en la reglamentación o en ambos a la vez. De todos modos, visualizamos 
aquí un obstáculo que puede dar lugar, no ya al juicio por la eventualidad de que exista una 
indemnización  -porque ello ya está claramente establecido y resuelto en la ley- sino por cuánto se 
debe indemnizar. En cierto modo, en los hechos esto operaría como un seguro de responsabilidad 
subjetiva y no objetiva, porque no corre por la vía de discutir si hay o no culpa, sino a cuánto 
corresponde de indemnización. Recordemos que la distribución de la indemnización es proporcional en 
cuanto al porcentaje. Por ello, el hecho de cuantificar las lesiones permite decidir en el caso de que, 
por ejemplo, exista un muerto y varios lesionados, cuánto le corresponde a cada uno. De alguna 
manera tiene que haber, entonces, una tabla que lo determine. 


SEÑOR KORZENIAK.- Comparto la preocupación que se ha manifestado en el sentido de que se 
establezca cuánto corresponde a las lesiones, exceptuando las que produzcan la muerte o las de 
carácter gravísimo. De todos modos, considero que ello está contemplado de alguna manera en el 
inciso segundo del artículo 8% que establece: “Las lesiones se indemnizarán según porcentajes 
determinados sobre el total asegurado”. En consecuencia, es obvio que antes de la entrada en vigencia 
de la ley, en la reglamentación tendrá que elaborarse -contando con la opinión de los aseguradores- 
una tabla similar a la que se emplea en el caso de las enfermedades profesionales. 


SEÑOR VILARO.- Sería bueno que así ocurriera, porque visualizamos que esto puede constituir un 
problema para operar. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera hacer una reflexión para tratar de aclarar un poco la situación, ya que aquí 
están los invitados, especializados en el tema y los que tratamos de ingresar en él con muy buena 
voluntad, aunque a veces no con la información detallada ni con la formación adecuada. 


Creo que aquí se han planteado dos aspectos. Por un lado, está el referido a la relación entre 
la financiación y el porcentaje de asegurados luego de la vigencia de la ley, ya que si no se llega a un 
número importante de asegurados, esta disposición podría tener un impacto financiero relevante en las 
empresas aseguradoras. Seguramente, este tema no debe ser ajeno al Banco de Seguros del Estado. 


El segundo tema está vinculado a la fiscalización. Una reflexión que quisiera compartir con la 
Comisión y con ustedes es que hay un sistema de fiscalización muy efectiva que, en particular, realizan 


la Intendencias -sobre todo en Montevideo- y tiene que ver con la patente. No sé si estoy equivocado, 
pero creo que dentro del artículo 23 no está contenido el tema de la patente, porque una cosa es el 
empadronamiento, otra es reempadronar un vehículo y una muy diferente es el pago de la patente en 
forma anual. Con seguridad, la mayoría de los que no pagan la patente deben tener dificultades 
económicas y a eso hay que adicionar ahora el pago de un seguro obligatorio, lo que constituye un 
hecho económico, más que jurídico. Entonces, ¿cómo se puede ver la fiscalización? Podría estudiarse 
desde el punto de vista de que la patente sólo se pague si, además, se abona simultáneamente el 
seguro. Por lo tanto, cuando en la fiscalización que realizan las Intendencias de las patentes se 
descubra que no hubo pago de patente también se estará evidenciando la ausencia del pago del 
seguro. Se trata de un procedimiento de carácter inspectivo por detrás del cual hay un hecho 
económico importante: quien no paga la patente, a veces, es porque no puede. Lo cierto es que 
estamos agregando un costo; tal vez se intentará abonar menos de patente cuando se adicione el 
seguro. La fiscalización más efectiva que he visto proviene de las Intendencias y tal vez se podría 
disponer de esa información -en particular, de la de Montevideo- para saber cuál es el porcentaje de 
automotores no patentados. Sé que después de cada año se registra el no pago de patente, que es un 
poco la evasión natural, sobre todo de aquellos que tienen dificultades económicas. 


Esta es una reflexión a fin de tener en cuenta que la fiscalización tiene detrás un hecho 
económico, no sólo vinculado a las dificultades económicas de las empresas aseguradoras, sino 
también del propio asegurado, es decir, del propietario del automóvil, que tiene apremios importantes, 
entre otras cosas, porque no puede pagar la patente. 


SEÑOR VILARO.- Hay un aspecto que tiene que ver con la relación entre el asegurado y la compañía 
de seguros y es por qué vía se establece. Podría hacerse la contratación del seguro de forma 
independiente y su cobranza junto con la patente pero, en realidad, desconozco cuál es la situación de 
las Intendencias. Lo cierto es que resulta necesario, para la compañía, visualizar las condiciones de 
seguridad vial de los vehículos, hacer los controles, etcétera. En definitiva, el trato entre el asegurado y 
la compañía es necesario, por lo que tal vez habría una cierta duplicación de tareas. 


SEÑOR BRECCIA.- Quería realizar dos preguntas concretas a las autoridades del Banco de Seguros 
del Estado. La primera de ellas tiene que ver con la opinión de ustedes sobre el monto tope de la 
indemnización previsto en el artículo 8*. 


La segunda es una pregunta de orden práctico. Entiendo las diferencias que en la práctica 
existen entre las hipótesis previstas en el artículo 16: “A) Los contratantes hubieran incumplido sus 
obligaciones establecidas en la póliza. B) El vehículo no tuviera seguro en vigencia” y la contenida en 
el literal B) del artículo 19: “Un vehículo carente de seguro obligatorio”. Sin embargo, luego de un 
estudio primario del proyecto de ley, no me queda claro qué diferencia existe en cuanto al episodio en 
sí de no poder cubrir, por parte del seguro, los daños causados por el accidente entre las tres hipótesis. 
Quizás, desde mi punto de vista, las hipótesis mencionadas en primer lugar también deberían ir dentro 
del artículo 19, referido a coberturas especiales. Para mí es exactamente lo mismo no tener contratado 
un seguro -literal B) del artículo 19- que las hipótesis de los literales A) y B) del artículo 16. 


En resumen quería consultar vuestra opinión desde el punto de vista técnico sobre estos 
extremos. 


SEÑOR VILARO.- El artículo 16 alude a objeciones que las compañías siempre ponemos para 
indemnizar una póliza cuando no se ha cumplido alguna de las defensas que invocamos en la vía 
judicial y concretamente establece que ello no obsta para indemnizar en estos casos -más allá de si se 
tenía o no contratado un seguro- o para repetir. Me parece que simplemente está previendo que no 
usemos una batería de argumentos que son muy lógicos en otros casos, pero que no aplican a éste. 
Esta es la forma en que lo entiendo. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señor Presidente: me interesaría que me dieran una información un poco 
más general del contexto de todo esto. Todos compartimos los propósitos de la ley aunque, 
naturalmente, puede ser pasible de algún ajuste de detalles. Pero mi pregunta va en la siguiente 
dirección: tenemos una cantidad de vehículos asegurados y quisiera saber cuál es la expectativa de 
vehículos asegurables; como consecuencia de ello, cuál es la expectativa de siniestralidad que 
tenemos; y, dada esa siniestralidad, cómo opera el monto que se establece. Sé que las empresas 
privadas lo consideran elevado, pero se me ocurre que estará en función del número de asegurados y 
de la siniestralidad que tengamos y que eso se proyectará luego sobre el costo del servicio y, como 


consecuencia, sobre la prima. Me pregunto cómo puedo comparar la prima que tendríamos con un 
sistema de ese tipo y la que se paga hoy con un seguro análogo. 


El proyecto de ley parece funcionar bien desde el punto de vista jurídico, pero me gustaría 
analizarlo en los términos económicos y de funcionamiento real, porque el costo del servicio hará 
mucho a su éxito. Cuanto menor sea, más chance habrá de universalizar y más aceptación del sistema 
vamos a tener. Esto va a requerir una importante labor desde el punto de vista educativo. Creo que el 
Uruguay es bastante permeable a ese tipo de campañas, pero el tema es que estemos en términos de 
una realidad asequible. 


SEÑOR VILARO.- Con respecto a la indemnización, creo que el monto ha variado un poco por estar 
expresado en Unidades Indexadas. Me parece que en su origen se ubicaba en el entorno de los U$S 
10.000 o U$S 12.000 y ahora es un poco más elevado, pero hay una variación, depende de la 
evolución. 


Pienso que, si estamos hablando de responsabilidad civil y de lesiones, son montos bajos. La 
frecuencia de siniestralidad en las lesiones de que estamos hablando no es muy alta y podría serlo 
mucho más si la prevención, las normas y los criterios se siguieran y se aplicaran. 


Realmente, no nos parece que ese sea el aspecto más preocupante. Actualmente, el 50% o, 
a lo sumo, el 60% del parque automotor está asegurado y debemos pasar a un 90% o 95% para que el 
sistema funcione razonablemente. 


Ese es, entonces, el desafío y por eso nosotros -y seguramente las otras compañías también- 
ponemos énfasis en la fiscalización y en la importancia de ese control porque, realmente, pensamos 
que es lo que va a hacer que el sistema opere bien o que opere mal. 


En cuanto al precio, debo decir que es muy bajo, porque estaríamos frente a un seguro de 
baja frecuencia en materia de siniestros, más allá de los montos en los casos en que corresponda 
indemnizar. Nosotros siempre teníamos la idea de que podía valer alrededor de U$S 50 o U$S 60 
anuales -aunque puede ser algo más- esto es, aproximadamente, $ 1.500. No nos parece que sea 
un costo no absorbible por quien es capaz de llenar el tanque de nafta de ese vehículo. 


Consideramos, pues, que el problema no debería estar ahí, sino en la falta de costumbre. 
Repito que nos parece que si alguien puede llenar el tanque, también puede pagar esos $ 1.500 y que 
la importancia de que haya o no seguro y de que quien resulte lesionado tenga o no una 
compensación, es mucho más fuerte que eso. Esta es la opinión del Banco de Seguros del Estado y 
también la mía. 


No sé si he contestado los distintos aspectos que se han planteado. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Si el señor Presidente me permite, pediría a las autoridades del Banco, si no 
es molestia -obviamente, esta solicitud no es para ahora- que nos enviaran alguna información de tipo 
estadístico sobre toda esta situación. Hago el planteo, porque creo que no es tan automático que quien 
pueda llenar el tanque pague este seguro. Hoy en día muchos llenan el tanque y no pagan el seguro, 
muchos corren el riesgo y ya no sólo en lo concerniente a lesiones y daños a terceros, sino también a 
otro tipo de siniestros. 


Entonces, este pedido es para tener una idea más global de dónde estamos. Por ejemplo, 
quisiera saber qué porcentaje maneja hoy el Banco de Seguros con respecto a seguros de 
automóviles. 


SEÑOR VILARO.- El porcentaje de asegurados en primas -que no son estrictamente pólizas- en la 
cartera de automóviles es de un 60%. La relación entre vehículos asegurados y sin seguro es un poco 
difícil de determinar, porque el denominador de la misma depende de las distintas Intendencias. El 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas hace una recopilación de esto, pero nunca ha habido una 
versión ajustada. Inclusive, hasta hace algún tiempo las Intendencias solamente contaban con esa 
información más ajustada cuando cambiaban las matrículas, porque ese trámite sí les daba una 
posibilidad, digamos, de chequeo. 


Además, hay que tener en cuenta que hay automóviles que dejan de circular y la propia ley 
prevé que los que no circulen en la vía pública -que estén, por ejemplo, dentro de un establecimiento- 
quedan afuera. Todo esto agrega un poco de incertidumbre. 


En definitiva y en números grandes, podemos decir que alrededor de un 50% o de un 60% de 
los vehículos que circulan tiene seguro; los demás, no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Constitución y Legislación les agradecemos el 
informe y les adelantamos que seguiremos en contacto. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 54 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


